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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., doce (12) de febrero de dos mil 

veintiuno (2021). Al Despacho de la señora Juez el expediente No. 2021–

00053, informando que la Regional de Aseguramiento en Salud No. 1 y la 

Nación – Ministerio de Defensa no dieron contestación a la presente acción, 

mientras que las demás entidades rindieron el informe requerido y a la fecha 

se encuentra para resolver la presente ACCIÓN DE TUTELA. Sírvase 

proveer. 

 

 

 

  

ANA RUTH MESA HERRERA 

Secretaria 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  

Bogotá D. C., doce (12) de febrero de dos mil veintiuno (2021). 

I. ANTECEDENTES 

La señora Martha Isabel Guzmán Pazo, identificada con C.C. 39.763.950, 

actuando como agente oficiosa del señor Mario Danilo Guzmán Pazo, instauró 

acción de tutela en contra de la Nación – Ministerio de Defensa y la Policía 

Nacional de Colombia, por la presunta vulneración a los derechos 

fundamentales al debido proceso, a la seguridad social, a la vida en 

condiciones dignas, al mínimo vital y a la salud. 

Como fundamento de sus pretensiones indicó que el agenciado es beneficiario 

de una pensión de sobrevivientes en atención a su estado de invalidez y que 

cada tres años la Policía Nacional solicita la revisión de su condición ante la 
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Junta Regional de Calificación de Invalidez para continuar pagando las 

mesadas. Asimismo, refirió que a causa de la pandemia no pudo presentar el 

examen ante la Junta; que desde el mes de marzo de 2020 el señor Guzmán 

fue retirado del servicio de salud y en el mes de noviembre del mismo año 

suspendieron el pago de las mesadas. 

Finalmente, manifestó que ha solicitado a la Policía Nacional que se 

restablezca su afiliación en materia de salud y el pago de las mesadas; sin 

embargo, no han obtenido una respuesta satisfactoria. Por tanto, solicitó que 

se le ordene a la Policía que vincule al señor Mario Danilo Guzmán Pazo al 

servicio de salud e incluirlo en nómina de pensionados.  

 

II. TRÁMITE Y CONTESTACIÓN 

 

La presente acción fue admitida mediante auto del 4 de febrero de 2021. Allí 

se ordenó vincular a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá 

y Cundinamarca y librar comunicación a las entidades para que rindieran un 

informe detallado acerca de cada uno de los hechos y pretensiones 

enunciados por la parte actora. 

La DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL allegó informe 

el 5 de febrero de 2021, solicitando su desvinculación de la misma, como 

quiera que ha delegado y desconcentrado sus funciones en la Regional de 

Aseguramiento en Salud No. 1 y porque los hechos narrados relacionan, 

asimismo, al Área de Prestaciones Sociales de la Dirección General de la Policía 

Nacional. 

El ÁREA DE PRESTACIONES SOCIALES DE LA DIRECCIÓN GENERAL 

DE LA POLICÍA NACIONAL dio contestación a la acción de tutela el 5 de 

febrero de 2021, informando que el señor Guzmán Pazo goza de una 

asignación de retiro pagada por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional, por lo que solicitó su desvinculación por falta de legitimación en la 

causa por pasiva. 

La JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE BOGOTÁ 

Y CUNDINAMARCA se pronunció frente a la acción de tutela el 8 de febrero 
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de 2021, afirmando que no existe registro de ningún caso a nombre del 

accionante que se encuentre en la entidad. 

La NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA no dio contestación a la presente 

acción de tutela. 

Dado lo anterior, este Despacho, mediante auto del 8 de febrero de 2021, 

dispuso vincular a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional de Colombia 

y al Área de Prestaciones Sociales de la Dirección General de la Policía 

Nacional, cuyos informes ya reposaban en el expediente. Además, se dispuso 

llamar a la Regional de Aseguramiento en Salud No. 1 de la Policía y a la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR. 

La UNIDAD PRESTADORA DE SALUD DE BOGOTÁ manifestó el 9 de 

febrero de 2021 que el señor Mario Danilo Guzmán Pazo fue valorado por el 

Grupo Médico Laboral de Bogotá el 11 de octubre de 2017, por lo que tal 

diagnóstico no cuenta con vigencia y debe someterse a una nueva revisión en 

terapia ocupacional y fisiatría. 

Por último, la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL 

brindó respuesta a la presente acción el 10 de febrero de 2021, reiterando 

que el accionante es beneficiario de una pensión de sobrevivientes por su 

condición de invalidez, la cual debe ser refrendada cada tres años, para 

determinar si debe continuar siendo beneficiario. En tal orden, refirió que el 

11 de octubre de 2020 fenecía el término trienal de la anterior calificación. 

Además, señaló que la parte actora no ha efectuado ninguna solicitud para 

que se restablezca el pago de sus mesadas. 

Sin embargo, esta entidad narró que, mediante memorando interno, solicitó 

al grupo de nóminas y embargos que se restableciera la cuota de sustitución 

a partir del 11 de octubre de 2020 por seis meses, contados a partir de la 

radicación de la acción de tutela, es decir, hasta el 9 de agosto de 2021. Eso 

sí, sostuvo que el actor deberá allegar el dictamen de medicina laboral en el 

plazo otorgado. Para tal efecto anexó el memorando dirigido al señor José 

Fernando Velásquez Leyton. 

La REGIONAL DE ASEGURAMIENTO EN SALUD NO. 1 no dio 

contestación a la presente acción de tutela. 
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III. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico consiste en determinar si se vulneran los derechos 

fundamentales del accionante ante la ausencia del pago de sus mesadas 

pensionales y a causa de la falta de prestación de servicios de salud. 

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia. 

Es competente este Despacho para conocer de la presente acción 

constitucional, con fundamento en el artículo 86 Superior, el artículo 32 del 

Decreto 2591 de1991, el numeral 1° del art. 1° del D. R. 1382 de 2000 y el 

artículo 1 del Decreto 1983 de 2017. 

2. Del derecho fundamental a la seguridad social. 

Respecto de la seguridad social debe iterarse que no sólo tiene el rol de 

derecho dentro del ordenamiento jurídico colombiano, sino que también actúa 

como un servicio público de carácter esencial. Entonces, es preciso recordar 

lo sostenido por la Corte Constitucional, en sentencia T-043 de 2019, frente a 

tal prerrogativa: 

“El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social es 

un derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, 

que debe garantizarse a todas las personas “en sujeción a los principios 

de eficiencia, universalidad y solidaridad”. Para esta Corporación la 

seguridad social es un derecho de raigambre fundamental, que debe 

ser definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas 

institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos y 

sus familias las garantías necesarias frente a los distintos riesgos 

sociales que puedan afectar su capacidad y oportunidad, en orden a 

generar los recursos suficientes para una subsistencia acorde con la 

dignidad del ser humano”. 

En Sentencia T-628 de 2007, esta Corporación estableció que la 

finalidad de la seguridad social guarda: 
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“necesaria correspondencia con los fines esenciales del Estado social de 

derecho como el servir a la comunidad; promover la prosperidad 

general; garantizar la efectividad de los principios y derechos 

constitucionales; promover las condiciones para una igualdad real y 

efectiva; adoptar medidas a favor de grupos discriminados o 

marginados; proteger especialmente a aquellas personas que por su 

condición económica, física o mental se encuentren en circunstancia de 

debilidad manifiesta; y reconocer sin discriminación alguna de la 

primacía de los derechos inalienables de la persona como sujeto, razón 

de ser y fin último del poder político, donde el gasto público social tiene 

prioridad sobre cualquier otra asignación”. 

De este modo, palmario es que el derecho fundamental a la seguridad social 

tiene un fin proteccionista de cara a las contingencias inherente de la vida en 

sociedad, por lo que guarda íntima relación con otros derechos 

fundamentales, tales como la vida, el mínimo vital y la dignidad humana y, en 

esta medida, el juez constitucional es el llamado a verificar los presupuestos 

que hacen o no plausible su protección, cuando estos se encuentren 

amenazados. 

Aunado a lo anterior, el derecho fundamental a la seguridad social envuelve 

un conjunto de mecanismos, estructuras y procedimientos que permitan la 

efectividad del Sistema Integral de Seguridad Social, lo que trae consigo el 

respeto por las garantías con que deben contar los usuarios: 

“Como se puede apreciar, el derecho a la seguridad social demanda el 

diseño de una estructura básica que, en primer lugar, establezca las 

instituciones encargadas de la prestación del servicio y precise, además, 

los procedimientos bajo los cuales éste debe discurrir. En segundo 

término, debe definir el sistema a tener en cuenta para asegurar la 

provisión de fondos que garanticen su buen funcionamiento. En este 

punto cobra especial importancia la labor del Estado, el cual, por medio 

de asignaciones de sus recursos fiscales, tiene la obligación 

constitucional de brindar las condiciones necesarias para asegurar el 

goce del derecho irrenunciable a la seguridad social” (Sentencia T-164 

de 2013). 

Este andamiaje supone la existencia de una vía judicial para la efectividad del 

derecho a la seguridad social, casos para los cuales se ha creado la jurisdicción 



Acción de tutela No. 110013105-013-2021-00053-00 

 

Juzgado 13 Laboral del Circuito de Bogotá D.C. 

ordinaria laboral; sin embargo, en casos particulares debe ser flexibilizado el 

requisito de subsidiariedad, pues es menester considerar la especial situación 

de ciertos sujetos que ameritan una protección constitucional singular: 

“Así mismo, esta Corporación ha sostenido que el carácter residual y 

subsidiario de la acción de tutela se flexibiliza cuando esta es invocada 

por sujetos de especial protección constitucional. Así lo precisó la Sala 

Plena de la Corte en sentencia SU- 263 de 2015 al establecer que el 

carácter excepcional del recurso de amparo puede llegar a tener 

algunas excepciones cuando:“(i) los medios ordinarios de defensa 

judicial no son lo suficientemente idóneos y eficaces para proteger los 

derechos presuntamente conculcados; (ii) Aun cuando tales medios de 

defensa judicial sean idóneos, de no concederse la tutela como 

mecanismo transitorio de protección, se produciría un perjuicio 

irremediable a los derechos fundamentales; (iii) Cuando el accionante 

es un sujeto de especial protección constitucional (personas de la 

tercera edad, personas discapacitadas, mujeres cabeza de familia, 

población desplazada, niños y niñas, etc.), y por tanto su situación 

requiere de particular consideración por parte del juez de tutela”  

(Sentencia T-484 de 2019). 

 

3. Del derecho fundamental al mínimo vital 

Frente al mínimo vital, debe decirse que éste consiste en una garantía del 

respeto por los recursos básicos para asegurar la subsistencia y la dignidad 

humana, lo cual permite concretar los principios y fines del Estado Social de 

Derecho. Así ha sido definido en la sentencia T-678 de 2017: 

“El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte como "la 

porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están 

destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la 

alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos 

domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya 

titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad 

humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional". 
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Con fundamento en la norma arriba señalada, la Corte Constitucional en 

sentencia T- 716 de 2017, sostuvo que frente a la protección del derecho al 

mínimo vital este debe comprender las siguientes características:  

“(i) es un derecho que tiene un carácter móvil y multidimensional que 

no depende exclusivamente del análisis cuantitativo de ingresos y 

egresos de la persona; (ii) como herramienta de movilidad social, el 

mínimo vital debe ser entendido de manera dual, ya que además de 

ser una garantía frente a la preservación de la vida digna, se convierte 

en una medida de la justa aspiración que tienen todos los ciudadanos 

de vivir en mejores condiciones y de manera más cómoda; y (iii) en 

materia pensional, el mínimo vital no sólo resulta vulnerado por la falta 

de pago o por el retraso injustificado en la cancelación de las mesadas 

pensionales, sino también por el pago incompleto de la pensión, más 

cuando se trata de sujetos de especial protección constitucional” 

En este orden, el derecho al mínimo vital supone la coexistencia de dos 

dimensiones, una positiva y otra negativa, con las cuales el Estado debe de 

garantizar las condiciones para que las personas provean su subsistencia, sin 

entrar a asumir propiamente la obligación de proveer los recursos, máxime 

cuando no se demuestran serias particularidades que lo ameriten. Así se 

expuso en la misma providencia antes citada: 

“Según la Corte Constitucional, el derecho al mínimo vital tiene dos 

dimensiones: (i) la positiva, presupone que el Estado y en algunas 

ocasiones los particulares, cuando se reúnen las condiciones 

establecidas, “están obligados a suministrar a la persona que se 

encuentra en una situación en la cual ella misma no se puede 

desempeñar autónomamente y que compromete las condiciones 

materiales de su existencia, las prestaciones necesarias e 

indispensables para sobrevivir dignamente y evitar su degradación o 

aniquilamiento como ser humano”; (ii) la negativa, es un límite que no 

puede ser traspasado por el Estado, en materia de disposición de los 

recursos materiales que la persona necesita para llevar una existencia 

digna. En palabras de la Corte, “el Estado debe asegurar, en primer 

lugar, las condiciones para que las personas, de manera autónoma, 

puedan satisfacer sus requerimientos vitales y ello implica que, mientras 

no existan razones imperiosas, no puede el Estado restringir ese espacio 
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de autonomía de manera que se comprometa esa posibilidad de las 

personas de asegurar por sí mismas sus medios de subsistencia”. 

Bajo estas directrices, la Corte Constitucional ha enunciado que el pago 

completo y oportuno del salario (o mesadas como en el caso que nos ocupa) 

guarda íntima relación con el derecho fundamental al mínimo vital, pues son 

los recursos con los que cuenta un ser humano para suplir sus necesidades 

en diversos ámbitos. En estos términos, la Corte expuso en sentencia T-157 

de 2014 que: 

“Como se observa, el mínimo vital es un presupuesto básico para el 

efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos fundamentales 

y, ello, explica el por qué la Corporación le ha prodigado tanta atención 

a esta garantía constitucional, bajo el entendimiento que “[e]l pago 

oportuno y completo de un salario garantiza el goce de lo que se ha 

denominado el mínimo vital, considerado éste como aquellos recursos 

absolutamente imprescindibles para solucionar y satisfacer no 

solamente las necesidades primarias de alimentación y vestuario, sino 

aquellas relacionadas con la salud, educación, vivienda, seguridad 

social y medio ambiente, factores insustituibles para la preservación de 

calidad de vida”. 

Es de exaltar que la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional aportó 

el memorando que da cuenta del restablecimiento de la cuota pensional del 

señor Mario Danilo Guzmán Pazo a partir del mes de marzo de 2021. Por ello, 

se presenta un hecho superado, como quiera que, si bien no se incluyó al 

actor en la nómina del mes que avanza por encontrarse cerrada, la respuesta 

y el memorando anexo dan cuenta de su inclusión en la nómina del mes 

subsiguiente y no pueden ser desconocidas, en atención a la presunción de 

buena fe y al principio de confianza legítima, desarrollado en sentencias como 

al T-262 de 2019. 

Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que cuando la vulneración o la 

amenaza de los derechos cuya protección se reclama cesan, se presenta lo 

que la jurisprudencia constitucional ha denominado “hecho superado”, tal y 

como la Corte lo reiteró en sentencia T- 297 de 2019: 
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Con relación a primera categoría (carencia actual de objeto por hecho 

superado), el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 lo reglamenta en 

los siguientes términos: 

“Si, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o 

judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se 

declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de 

indemnización y de costas, si fueren procedentes”. 

Sobre el particular, la Corte Constitucional, en numerosas providencias, 

ha interpretado la disposición precitada en el sentido de que la carencia 

actual de objeto por hecho superado, tiene lugar cuando desaparece la 

vulneración o amenaza al derecho fundamental invocado. 

En tal sentido esta Corporación ha señalado los criterios que deben 

verificarse a fin de examinar y establecer la configuración de la carencia 

actual de objeto por hecho superado desde el punto de vista fáctico. 

Estos criterios son los siguientes: 

“1. Que con anterioridad a la interposición de la acción exista un hecho 

o se carezca de una determinada prestación que viole o amenace violar 

un derecho fundamental del accionante o de aquél en cuyo favor se 

actúa. 

2. Que durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen 

a la acción que generó la vulneración o amenaza haya cesado. 

3. Si lo que se pretende por medio de la acción de tutela es el suministro 

de una prestación y, dentro del trámite de dicha acción se satisface 

ésta, también se puede considerar que existe un hecho superado”. 

Luego, acorde con lo antes dicho se declarará la carencia actual de objeto 

por hecho superado frente al pago de las mesadas que reclama la parte 

actora. 

4. Del derecho fundamental a la vida y a la salud. 

La relación entre el derecho a la vida y el derecho a la salud es innegable y, 

como parte de ello, dos han sido las teorías para llegar a la protección del 

derecho a la salud. La primera no permitía la protección singular del derecho 
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a la salud, debido a que no era objeto de aplicación inmediata, por lo que se 

suponía que el mismo se encontraba conexo al derecho a la vida. La segunda, 

y actualmente aplicada, hizo confluir distintas garantías constitucionales para 

reconocerle autonomía al derecho fundamental a la salud y hacer efectiva su 

aplicación por sí sola; así lo sintetizó la Corte Constitucional en sentencia T-

171 de 2018:  

“La salud fue inicialmente consagrada en los artículos 48 y 49 de la 

Constitución Política como un servicio público a cargo del Estado y 

concebida como derecho económico, social y cultural por su naturaleza 

prestacional. Si bien se reconocía su importancia por el valor que tenía 

para garantizar el derecho fundamental a la vida –sin el cual resultaría 

imposible disfrutar de cualquier otro derecho[20]–, inicialmente se 

marcaba una división jerárquica entre los derechos de primera y 

segunda generación al interior de la Constitución: los primeros de 

aplicación inmediata y protección directa mediante acción de tutela 

(Capítulo I del Título II); los segundos de carácter programático y 

desarrollo progresivo (Capítulo II del Título II). 

Esta división fue gradualmente derribada por la jurisprudencia 

constitucional para avanzar hacia una concepción de los derechos 

fundamentales fundada en la dignidad de las personas y en la 

realización plena del Estado Social de Derecho. De esta manera, pese 

al carácter de servicio público de la salud, se reconoció que su efectiva 

prestación constituía un derecho fundamental susceptible de ser exigido 

a través de la acción de tutela”. 

Esto implica que la acción de tutela que nos ocupa debe ser estudiada 

examinando los diversos componentes normativos, jurisprudenciales, 

conceptuales y dogmáticos del derecho a la salud, evaluándolo de forma 

autónoma, eso sí, sin desconocer su correlación con el derecho a la vida. 

Respecto del derecho que presuntamente ha sido objeto de vulneración, es 

decir, el derecho fundamental a la salud, debe decirse que éste fue elevado a 

rango constitucional en el canon 49 de la Carta Política y posteriormente 

adquirió el rango fundamental en la Ley Estatutaria 1751 de 2015 que previó: 
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“ARTÍCULO 2o. NATURALEZA Y CONTENIDO DEL DERECHO 

FUNDAMENTAL A LA SALUD. El derecho fundamental a la salud es 

autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo colectivo. 

Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, 

eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y la 

promoción de la salud. El Estado adoptará políticas para asegurar la 

igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades de 

promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y 

paliación para todas las personas. De conformidad con el artículo 49 de 

la Constitución Política, su prestación como servicio público esencial 

obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, 

organización, regulación, coordinación y control del Estado”. 

Con fundamento en la norma arriba señalada, la Corte Constitucional en 

sentencia T-314 de 17 de junio de 2016, sostuvo frente a la protección del 

derecho a la salud, que:  

 “El derecho a la salud se encuentra establecido en el artículo 49 

Superior, y ha sido interpretado como una prerrogativa que protege 

múltiples derechos, tales como la vida, la dignidad humana y la 

seguridad social, entre otros” 

Reforzando tal postura, la Corte ha expuesto, en sentencia T-361 de 2014, 

que la dignidad humana se concatena con derechos fundamentales como la 

salud y que dichos derechos pueden verse birlados cuando no se garantizan 

las prestaciones que el ordenamiento jurídico interno pone en cabeza de 

determinada persona: 

“Así pues, considerando que “son fundamentales (i) aquellos derechos 

respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental 

y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a 

lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la 

Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud 

es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede 

concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen 

el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran 

en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la 

mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y 
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estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios 

específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la 

jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de 

salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es 

derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los 

servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho 

fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente 

exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha 

señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de 

la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo”. 

En cuanto a los servicios que deben ser prestados por las entidades 

encargadas de garantizar el acceso a la salud, palmario es que deben ser 

suministrados atendiendo los criterios de oportunidad, eficiencia, calidad e 

integralidad, pues ello va ligado al respeto por el derecho fundamental a la 

salud: 

“Este Tribunal ha resaltado que uno de los problemas más recurrentes 

en la prestación del servicio de salud es la imposición de barreras 

administrativas y burocráticas que impiden el acceso efectivo a los 

usuarios e, incluso, extienden su sufrimiento. Cuando se afecta la 

atención de un paciente con fundamento en situaciones extrañas a su 

propia decisión y correspondientes al normal ejercicio de las labores del 

asegurador, se conculca el derecho fundamental a la salud, en tanto se 

está obstaculizando por cuenta de cargas administrativas que no deben 

ser asumidas por el usuario. 

La jurisprudencia ha destacado que en esos casos se infringen los 

principios que guían la prestación del servicio a la salud teniendo en 

cuenta que “(i) no se puede gozar de la prestación del servicio en el 

momento que corresponde para la recuperación satisfactoria de su 

estado de salud (oportunidad), (ii) los trámites administrativos no están 

siendo razonables (eficiencia), (iii) no está recibiendo el tratamiento 

necesario para contribuir notoriamente a la mejora de sus condiciones 

de vida (calidad) y (iv) no está recibiendo un tratamiento integral que 

garantice la continuidad de sus tratamientos y recuperación 

(integralidad)”. Sentencia T-405 de 2017. 
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Efectuadas las consideraciones que preceden, observa el Despacho que el 

tutelante logró acreditar sus especiales condiciones de apremio y de debilidad 

manifiesta, acorde con su estado de discapacidad; sin embargo, la Unidad 

Prestadora de Salud de Bogotá nada expuso frente a la continuidad de 

prestación de servicios médicos y, por su parte, CASUR reseñó que, aun 

cuando se restableció el pago de las mesadas, no tenía información respecto 

del por qué se suspendió la atención en salud del accionante. 

Esto quiere decir que la Unidad Prestadora de Salud de Bogotá no garantizó 

la continuidad ni la prestación de los servicios de salud, aun cuando CASUR 

informó que reactivaría la condición de beneficiario de la cuota pensional del 

accionante. Todo lo contrario, esta Unidad se opuso a garantizar el derecho 

a la salud del señor Guzmán hasta contar con la calificación de pérdida de 

capacidad laboral; esto, sin atender al estado de discapacidad del actor ni a 

las circunstancias actuales ocasionadas por la enfermedad denominada 

Covid-19. La misma responsabilidad se le enrostra a la Regional de 

Aseguramiento en Salud No. 1, dirigida por el coronel Mauricio Alexander 

Piñeros Cortés, quien no dio respuesta a la acción de tutela. 

En conclusión, considera esta Juzgadora que Unidad Prestadora de Salud de 

Bogotá y la Regional de Aseguramiento en Salud No. 1 han conculcado el 

derecho fundamental a la salud del señor Mario Danilo Guzmán Pazo, por lo 

que se accederá parcialmente a las peticiones del actor y se les ordenará que 

garanticen la prestación de todos los servicios de salud al señor Guzmán hasta 

el 9 de agosto de 2021, fecha para la cual el accionante habrá de aportar la 

revisión del estado de invalidez ante las dependencias correspondientes de la 

Policía Nacional de Colombia. 

Ahora, la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional esgrimió que la 

delegación en la Unidades Prestadoras de Salud y las Regionales de 

Aseguramiento le restaba responsabilidad en cuanto a los hechos que son 

objeto de estudio constitucional. De ello que sea preciso afirmar que, 

conforme al artículo 211 de la Constitución Política de Colombia, le asiste 

razón a esta dependencia. Aunado a esto, tampoco se aprecia la existencia 

de ninguna acción u omisión frente a la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez de Bogotá y Cundinamarca, la Nación – Ministerio de Defensa y el 

Área de Prestaciones Sociales de la Dirección General de la Policía Nacional, 

por lo que se les desvinculará de la acción constitucional de la referencia. 
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V. DECISIÓN 

En razón a lo anteriormente expuesto, el JUZGADO TRECE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley,  

RESUELVE: 

PRIMERO: AMPARAR EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 

SALUD, en la acción de tutela instaurada por la señora 

la señora Martha Isabel Guzmán Pazo, identificada con 

C.C. 39.763.950, quien actúa como agente oficiosa del 

señor Mario Danilo Guzmán Pazo, de acuerdo con las 

razones anteriormente expuestas. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al coronel Mauricio Alexander Piñeros 

Cortés, en su condición de director de la Regional de 

Aseguramiento en Salud No. 1 de la Policía Nacional, y 

al mayor Holguer Andrey Giraldo Labrado, como jefe de 

la Unidad Prestadora de Salud de Bogotá de la Policía 

Nacional, que, en el término que no excederá de 

cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la 

notificación de la presente decisión, garanticen la 

prestación de todos los servicios de salud al señor 

Guzmán hasta el 9 de agosto de 2021, fecha para la cual 

el accionante habrá de aportar la revisión del estado de 

invalidez ante las dependencias correspondientes de la 

Policía Nacional de Colombia. 

TERCERO: ADVERTIR que el incumplimiento a esta decisión 

acarreará las sanciones correspondientes y que deberán 

informar al Despacho sobre el cumplimiento de la orden 

aquí impartida.  

CUARTO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL POR HECHO 

SUPERADO, respecto de las mesadas pensionales 

solicitadas, conforme a lo antes expuesto. 
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QUINTO: DESVINCULAR a la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez de Bogotá y Cundinamarca, a la Nación – 

Ministerio de Defensa, a la Dirección de Sanidad de la 

Policía, al Área de Prestaciones Sociales de la Dirección 

General de la Policía Nacional y a la Caja de Sueldos de 

Retiro de la Policía Nacional de la presente acción de 

tutela. 

SEXTO:  NOTIFICAR la presente providencia a las partes a 

través de correo electrónico, de conformidad con el 

Acuerdo PCSJA20-11632 del 2020 expedido por el 

Consejo Superior de la Judicatura y en atención a la 

situación sanitaria del país por la enfermedad 

denominada COVID-19. 

SÉPTIMO: ENVIAR el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión si en el término 

de ejecutoria esta decisión no es impugnada. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez,  

 
 

YUDY ALEXANDRA CHARRY SALAS 
Kjma. 


